RESUMEN EJECUTIVO

INFORME

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN LA PENÍNSULA DE YUCATÁN (MÉXICO)

A ser presentado durante la Audiencia temática convocada por la CIDH para el día 5 de Diciembre del 2016, en el marco de su 159º periodo ordinario de sesiones en ciudad de Panamá, por:

· Comunidades San José Tipceh, municipio de Muna, estado de Yucatán; Unión 20 de Junio; Nuevo San José; Santo Domingo “El Sacrificio”; Dos Lagunas Sur.

· Consejo regional indígena y popular de Xpujil (CRIPX).

· Indignación, Promoción y Defensa de los Derechos Humanos A.C. (Indignación)
· Diálogo y Movimiento A.C.
· Colectivo MA OGM (“No a los organismos genéticamente modificados”)
· Misión de observación de la consulta al pueblo maya sobre la siembre de la soya genéticamente modificada.

· Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA).

· Fundación para el Debido Proceso (DPLF, por sus siglas en inglés).
1. La audiencia temática “Situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas de la Península de Yucatán (México)”, convocada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) abre un espacio internacional para poder visibilizar los graves problemas de derechos humanos que las comunidades indígenas y campesinas vienen atravesando en la Península de Yucatán.
2. Tanto a nivel interno como a nivel internacional, existe la percepción que no existen problemas de derechos humanos en esta región de México. Sin embargo, la presente Audiencia da la oportunidad para demostrar que los pueblos indígenas de la Península de Yucatán vienen sufriendo graves violaciones a sus derechos humanos que, de no ser debidamente atendidas y reparadas, podrían devenir en un nuevo escenario de crisis de derechos humanos y de inseguridad como –lamentablemente- ya se vive en otros Estados de México. 

3. Los Mayas Peninsulares, Maya Ch’ol, Maya Tzeltal, Maya Tzotzil y otros pueblos indígenas asentados en territorio peninsular, en los últimos años vienen enfrentando un modelo de desarrollo económico basado en el monocultivo (soya, maíz, palma africana) y el uso intensivo de agrotóxicos y en la implementación de proyectos de energías renovables (parques eólicos y solares) que vulnera, entre otros, sus derechos a la libre determinación, al agua y a ser previa y debidamente consultados sobre estos u otros proyectos de inversión –públicos o privados- que pudieran afectarles.

4. El propio Estado mexicano ha reconocido a nivel interno –aunque en forma parcial-, esta situación de grave afectación a los derechos humanos de los pueblos indígenas. Por un lado, la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) del 4 de Noviembre del 2015; la Recomendación Nº 23/2015 del 28 de Julio del 2015 emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) y el Gobernador del Estado de Yucatán, mediante Decreto Nº 418/2016 de fecha 5 de Octubre del presente año, declaró a dicho Estado “zona libre de cultivos agrícolas con organismos genéticamente modificados”. 
5. Sin embargo, estas decisiones nacionales no están siendo cumplidas por el Estado mexicano a la luz de los estándares interamericanos ya establecidos en relación a los derechos humanos de los pueblos indígenas a la libre determinación, al agua y a la consulta previa, libre, informada y culturalmente adecuada. 
6. En tal sentido, consideramos que la presente audiencia temática contribuirá a que los solicitantes y la CIDH podamos colaborar con el Estado mexicano, para que este último, por un lado, cumpla sus propios mandatos, no de cualquier manera sino conforme a los estándares interamericanos y, por otro lado, honre sus compromisos internacionales en el ámbito de los derechos humanos de los pueblos indígenas.

7. Los pueblos indígenas de la Península de Yucatán han basado su desarrollo económico en dos pilares adecuados para su subsistencia y la preservación de los recursos naturales y el ambiente en sus territorios. Por un lado, la “milpa maya” y, por otro lado, la apicultura. Ambas, perfectamente integradas al ecosistema y a la vida diaria de las comunidades mayas. 
8. Sin embargo, la tala indiscriminada del bosque –como resultado del monocultivo de soya, maíz o palma africana -, viene afectando gravemente estas actividades. Adicionalmente, el uso intensivo de agrotóxicos ya ha causado el debilitamiento y la muerte de millones de abejas. 
9. Es de destacar que las abejas cumplen un papel fundamental en el proceso de polinización, que según la Plataforma Intergubernamental Científico-Normativa sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (IPBES), organismo oficial de Naciones Unidas, es un engranaje clave en la producción de alimentos a nivel mundial, pues los estudios científicos realizados a la fecha muestran que tres cuartas partes (3/4) de la producción mundial de alimentos depende en cierta medida de la polinización:
10. De esta manera, apoyados en las constataciones científicas que ya ha realizado el organismo especializado de Naciones Unidas, IPBES, nuestro mensaje e invocación a los representantes del Gobierno Mexicano, es que incorporen en sus visiones de desarrollo el conocimiento ancestral acumulado por los pueblos indígenas de la Península de Yucatán para que, de esta manera, ese desarrollo sea ambiental y socialmente sostenible.
11. Otro impacto negativo del modelo de desarrollo basado en el monocultivo que se pretende  imponer en la Península de Yucatán, es la grave deforestación de la selva peninsular, rica en biodiversidad y esencial para el equilibrio ambiental. La existencia de la selva maya es una condición esencial para la existencia de las comunidades Mayas en la Península de Yucatán. 
12. De acuerdo con cifras del Observatorio de la Selva Maya, presentadas en la Instalación del Consejo Interestatal para el Cambio Climático (CICLIMA Peninsular), órgano de los tres gobiernos estatales, han desaparecido más de 70 mil hectáreas de selva en la Península de Yucatán del 2012 al 2014, poniendo como una de las principales causas a los monocultivos. 

13. Por otro lado, uno de los más graves impactos negativos del modelo de desarrollo económicos que se pretende imponer en la Península de Yucatán es la contaminación de un recurso natural tan vital para la vida humana y para la realización de otros derechos: el derecho de acceso al agua. Al respecto, la CIDH ha mostrado su especial preocupación en su último Informe Anual 2015, cuyo capítulo IV.A se titula “Acceso al agua en las Américas. 

14. La Península de Yucatán es la región con mayor recarga hídrica a nivel nacional, con 25 mil millones de metros cúbicos y por ende una de las principales reservas de agua dulce. Sin embargo, los cuerpos de agua superficial y del manto freático están contaminándose por el uso indiscriminado de plaguicidas y fertilizantes en grandes extensiones de monocultivo, principalmente –pero no solo- de soya GM y de Palma Africana.

15. Frente a esta situación, las comunidades mayas y campesinas de la península se ven no sólo situadas ante graves riesgos sanitarios y de afectación a su derecho al agua, sino también descobijadas ante la ausencia de mecanismos eficaces para hacer frente a las denuncias por contaminación del vital líquido, como lo demuestra la inacción de la Comisión Nacional del Agua y de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente cuando las comunidades han denunciado la utilización ilegal de pozos de absorción. 

16. Por otro lado, una fuente de grave afectación al derecho a la consulta previa, libre, informada, de buena fe y culturalmente adecuada de los pueblos indígenas de la Península de Yucatán, es el creciente número de proyectos de energía renovable, tanto solares como eólicos. Ciertamente, los solicitantes de la presente audiencia temática no estamos en contra de las energías renovables, pero consideramos que las mismas deben implementarse respetando y no atropellando los derechos fundamentales de las comunidades indígenas locales. Entre otros aspectos, estos proyectos deberían utilizar tecnología moderna –y no obsoleta- que impacte lo menos posible en el ambiente y deberían comprender a las comunidades locales en los beneficios sociales y económicos que tales proyectos energéticos generen. 
17. Finalmente, una sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) de 4 de noviembre de 2015 (Amparos en revisión Nº 198/2015, 241/2015, 270/2015, 410/2015, 498/2015, 499/2015 y 500/2015.), dispuso la suspensión de la liberación al ambiente en etapa comercial de siembra de soya genéticamente modificada tolerante al herbicida glifosato, relativa al permiso número 007-2012, y producida por la transnacional Monsanto, en los municipios de Hecelchakán, Escárcega, Tenabo, Carmen, Palizada, Champotón, Calkini y Hopelchén (Campeche), así como en los municipios de Santa Elena, Ticul, Oxkutzcab, Tekax, Tzucacab, Peto y Tizimín , en el estado de Yucatán. 

18. Sin embargo, todos estos mandatos en el ámbito nacional no están siendo cumplidos por el Estado Mexicano, pues el proceso de consulta iniciado el 31 de marzo de 2016 por las autoridades mexicanas en el Estado de Campeche vulnera los estándares interamericanos del derecho a la consulta previa, Así, en la tercera sesión de “Acuerdos previos” de la consulta, celebrada el 15 de octubre de 2016 en el municipio de Hopelchén, Campeche, se dio a conocer que por lo menos en 5 predios de Campeche se está sembrando soya genéticamente modificada. Este resultado representa una abierta violación a la sentencia de la SCJN y al derecho a la consulta previa.

19. El carácter culturalmente adecuado de la consulta sobre soya GM se ha incumplido por varios motivos. En primer lugar, el proceso de consulta se viene llevando a cabo principalmente en español, no en lengua maya. Un problema especialmente grave de traducción es la forma en la que las autoridades han traducido al maya el término “soya genéticamente modificada”. El término en lengua maya que han utilizado es “soyaa ma’alokino’”, que en español significa “soya mejorada”, lo que sin duda constituye un engaño -voluntario o no- a las comunidades consultadas.
20. Durante la etapa informativa de la consulta, las comunidades no han contado con asesores técnicos de confianza, y tampoco se ha realizado ni encargado a una entidad independiente un estudio de impacto social y ambiental que tendría en la Península de Yucatán la liberación al ambiente de la soya GM. Esta omisión es grave y contraria a una de las recomendaciones a los Estados en la que más ha insistido la CIDH.
21. Es importante destacar que este proceso de consulta iniciado en el estado de Campeche, ha contado con la veeduría ciudadana de la “Misión de observación de la consulta al pueblo maya sobre la siembre de la soya genéticamente modificada”, creada por un grupo de organizaciones de sociedad civil, académicos, expertos y personalidades, a pedido de las comunidades indígenas de Holpechén y Tenabo, del estado de Campeche. Esta Misión de observación (MO) ha difundido a la fecha cinco “Reportes de observación” de este proceso de consulta <www.consultaindigenamaya.org>, en los que dan cuenta de una serie de irregularidades y violaciones al derecho a la consulta previa, libre, informada y culturalmente adecuada.
